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PRIMERA SALA UNITARIA. 

 EXP: 423/2021/1

RESOLUCIÓN DEFINITIVA. 

ACTORA: **********
AUTORIDADES DEMANDADAS:

DIRECCIÓN DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL DE SAN LUIS POTOSÍ. 

MAGISTRADA:

LIC. MA. EUGENIA REYNA MASCORRO.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. GREGORIO CORPUS MORENO.
San Luis Potosí, S.L.P., a doce de noviembre de dos mil veintiuno.  


V I S T O S para resolver en definitiva los autos del Juicio Contencioso  Administrativo número 423/2021/1, y;
R E S U L T A N D O

I.- Por acuerdo del veintidós de junio de dos mil veintiuno, se tuvo a ********** demandando por sus propios derechos, el acto y respecto de la autoridad que enseguida se precisan:

AUTORIDAD DEMANDADA: 

- Dirección General de Seguridad Pública Municipal del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí.  

ACTO QUE SE IMPUGNA.- **********
II.- Substanciado en cada una de sus etapas, tuvo verificativo la audiencia de ley en este juicio a las diez horas del dieciocho de octubre del presente año, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda, así como al de contestación, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se certificó que no fueron formulados por las partes, quedando así debidamente integrado el expediente en que se actúa, turnándose el mismo a la Magistrada para su resolución. 
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1°, 2°, 7º fracción X y 28 fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, ya que se trata de una controversia suscitada entre un particular y autoridades municipales del Estado, donde se ejerce jurisdicción. 

SEGUNDO.- La existencia de la resolución negativa ficta impugnada, como aduce la parte actora en su escrito de demanda, se encuentra plenamente configurada, pues considerando que los artículos 20 y 24, fracción IV, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establecen lo siguiente:

“ARTÍCULO 20. Salvo que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se establezca otro plazo, no podrá exceder de tres meses el tiempo para que la dependencia o entidad resuelva lo que corresponda, a no ser que se decrete la caducidad prevista en el primer párrafo del artículo 194 de este Código. 

Transcurrido el plazo aplicable, se entenderán las resoluciones en sentido negativo a la petición del promovente, a menos que en otra disposición legal o administrativa de carácter general se prevea lo contrario. A petición del interesado se deberá expedir constancia de tal circunstancia, dentro de los dos días hábiles siguientes a la presentación de la solicitud respectiva, ante quien deba resolver.”

“Artículo 24.- El plazo para presentar la demanda ante el Tribunal será: 

…

IV. En el caso de negativa ficta en cualquier tiempo, en tanto no se notifique la resolución de forma expresa.”

Se colige que para que se configure la negativa ficta, es necesario que exista una instancia o petición a la autoridad y que ésta no la resuelva en el término de tres meses. 

Transcurrido dicho plazo sin que se notifique la resolución se entenderá que la autoridad resolvió negativamente como presunción derivada de lo dispuesto en dicho precepto. 

De esta manera el precepto citado en primer orden, consagra la figura jurídica denominada negativa ficta, cuya naturaleza se centra en estimar que el silencio de la autoridad ante una instancia o petición formulada por un gobernado, extendido durante un plazo no interrumpido de tres meses, genera la presunción legal de que la autoridad resolvió de manera negativa; es decir, en forma contraria a los intereses del peticionario, circunstancia que origina su derecho procesal a interponer los medios de defensa pertinentes en contra de esa negativa tácita, o bien, a esperar a que esa autoridad dicte la resolución respectiva.

Así las cosas, el juicio contencioso administrativo que se plantea en contra de dicha negativa ficta, se puede hacer valer en cualquier tiempo, siempre y cuando no se haya notificado la resolución expresa, pues una vez notificada ésta, ya no estaríamos frente a una resolución ficta.

A fojas de la 06 a la 15 del expediente en que se actúa, obra el escrito del entonces promovente, al H. Ayuntamiento del Municipio de San Luis Potosí, Dirección General de Seguridad Pública Municipal  y Dirección de Policía Vial,  presentado el **********mediante el cual la parte actora interpuso el Recurso de Revisión en contra de **********, el cual hace prueba plena en los términos de los artículos 72, fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado; 330 y 392 del Código de Procedimientos Civiles para el Estado de San Luis Potosí, de aplicación supletoria, dado que consigna el sello de recibo de dicha autoridad y que no fue objetado en su contenido y autenticidad en la contestación de demanda; instancia que a la fecha de presentación de la demanda de nulidad que dio origen al juicio en que se actúa, **********, no había sido resuelta, por lo que al haber transcurrido en exceso a los  tres meses a que se refiere el artículo 20 del Código Procesal Administrativo para el Estado, sin que la autoridad emitiera y notificara la resolución recaída a la petición formulada por la hoy parte actora, se encuentra plenamente configurada la resolución negativa ficta que se impugna.

Incluso, la autoridad demandada en su oficio de contestación, fue omisa en exhibir como prueba la resolución expresa que hubiera podido recaer a la petición antes precisada.

Resulta aplicable, por analogía el siguiente criterio de  Jurisprudencia que dice:
 

“NEGATIVA FICTA. LA DEMANDA DE NULIDAD EN SU CONTRA PUEDE PRESENTARSE EN CUALQUIER TIEMPO POSTERIOR A SU CONFIGURACIÓN, MIENTRAS NO SE NOTIFIQUE AL ADMINISTRADO LA RESOLUCIÓN EXPRESA (LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA PARA EL ESTADO DE NUEVO LEÓN). Del artículo 46 de la ley mencionada se advierte que en el caso de la negativa ficta, el legislador sólo dispuso los derechos del administrado para demandar la nulidad de la denegada presunción al transcurrir cuarenta y cinco días después de presentada la petición, y de ampliar su demanda al contestar la autoridad administrativa; sin embargo, nada previno en dicho precepto ni en alguna otra disposición, respecto al plazo para impugnar la resolución negativa ficta una vez vencido el citado lapso. En tales condiciones, deben prevalecer en el caso los principios y los efectos que diversas legislaciones y la doctrina han precisado para que se materialice o configure la institución de mérito, a saber: 1) La existencia de una petición de los particulares a la Administración Pública; 2) La inactividad de la Administración; 3) El transcurso del plazo previsto en la ley de la materia; 4) La presunción de una resolución denegatoria; 5) La posibilidad de deducir el recurso o la pretensión procesal frente a la denegación presunta o negativa ficta; 6) La no exclusión del deber de resolver por parte de la Administración; y, 7) El derecho del peticionario de impugnar la resolución negativa ficta en cualquier tiempo posterior al vencimiento del plazo dispuesto en la ley para su configuración, mientras no se dicte el acto expreso, o bien esperar a que éste se dicte y se le notifique en términos de ley.”

En esa tesitura, en el presente caso al haber quedado plenamente configurada la negativa ficta impugnada, se actualiza la hipótesis de procedencia del juicio contencioso administrativo prevista en la fracción XIII del artículo 7°, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, en relación con la fracción XI del referido precepto legal.

TERCERO.- Según indica el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se analizará la legitimación de los comparecientes.

Suscribe la demanda **********  demandando por sus propios derechos la nulidad del acto señalado en el resultando primero de esta resolución. 

 Al respecto, debe decirse que conforme lo dispone el artículo 230 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, son partes en el juicio contencioso administrativo, entre otras, el actor y según el artículo 231 de la propia codificación, solo podrán demandar o intervenir en juicio aquellas personas que tengan un interés jurídico o legítimo que funde su pretensión, entendido aquel como un derecho subjetivo de los gobernados y éste, aquellas situaciones de hecho protegidas por el orden jurídico.

Tocante a la legitimación de la autoridad demandada, la misma  se encuentra acreditada en este juicio conforme a lo establecido en el artículo 220 del ordenamiento en cita, en virtud de que aportó para tales efectos, el nombramiento que la acredita como tal, según documento visible a foja 27 del expediente en que se actúa. 

CUARTO.- De conformidad con lo dispuesto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, las causas de improcedencia y sobreseimiento, deben ser examinadas de oficio, en mérito a que éstas son de orden público, de lo que resulta que su estudio es preferente a los motivos de inconformidad.

Ésta Sala Unitaria advierte que en el presente caso, no existe causal por la que se tenga que hacer pronunciamiento alguno.  

QUINTO.- Ahora bien, como ya se precisó en los considerandos anteriores, la resolución impugnada es la negativa ficta recaída a la petición presentada  por parte del actor el veintiséis de diciembre de dos mil veinte ante la demandada, por lo que resulta pertinente señalar que de los artículos 20, 237, fracción I y 244, cuarto párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se infiere que una vez configurada la negativa ficta impugnada ante el Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, la  autoridad sólo puede a través de la contestación a la demanda, dar los fundamentos y motivos en que se sostiene esa  resolución negativa ficta.

De tal  suerte, que la figura regulada en el artículo 20 del Código Procesal Administrativo para el Estado, no tiene como finalidad el que la autoridad resuelva expresamente la solicitud planteada (que dio lugar a la negativa ficta), pues ello abarcaría el campo del derecho de petición regulado por el artículo 8° Constitucional, sino considerar ya resuelta la instancia, pero en sentido negativo, para decidirse en juicio sobre la legalidad de lo ya resuelto.

Sin que sea válido para la autoridad plantear aspectos procesales para sustentar su resolución, esto es, no podrá fundarla en situaciones procesales que impidan el conocimiento de fondo, pues como lo ha definido la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, uno de los propósitos esenciales de la configuración de la negativa ficta, se refiere a la determinación de la litis sobre la que versará el juicio de nulidad, la cual no puede referirse sino a la materia de fondo de lo pretendido expresamente por el particular y lo negado fictamente por la autoridad, con el objeto de garantizar al particular la definición de su petición y una protección más eficaz respecto de los problemas controvertidos a pesar del silencio de la autoridad; por ende, al igual que el particular pierde el derecho, por su negligencia, para que se resuelva el fondo del asunto (cuando no promueve debidamente), también precluye el de la autoridad para desechar la instancia o el recurso por situaciones procesales que no sustentó en el plazo legal.
Asimismo, toda vez que la litis propuesta se centra en el tema de fondo relativo a la petición del particular y a su denegación tácita por parte de la autoridad, al resolver el Órgano Jurisdiccional no puede atender a cuestiones procesales para desechar ese medio de defensa, sino que debe examinar los temas de fondo sobre los que versa la negativa ficta para declarar su validez o invalidez.

Sirve de apoyo a lo anterior y por analogía, el criterio de Jurisprudencia con el rubro  2a./J. 166/2006, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que establece:

“NEGATIVA FICTA. LA AUTORIDAD, AL CONTESTAR LA DEMANDA DE NULIDAD, NO PUEDE PLANTEAR ASPECTOS PROCESALES PARA SUSTENTAR SU RESOLUCIÓN. El artículo 37, primer párrafo, del Código Fiscal de la Federación establece la figura jurídica de la negativa ficta, conforme a la cual el silencio de la autoridad ante una instancia o petición formulada por el contribuyente, extendido durante un plazo ininterrumpido de 3 meses, genera la presunción legal de que resolvió de manera negativa, es decir, contra los intereses del peticionario, circunstancia que provoca el derecho procesal a interponer los medios de defensa pertinentes contra esa negativa tácita o bien, a esperar a que la autoridad dicte la resolución respectiva; de ahí que el referido numeral prevé una ficción legal, en virtud de la cual la falta de resolución por el silencio de la autoridad produce la desestimación del fondo de las pretensiones del particular, lo que se traduce necesariamente en una denegación tácita del contenido material de su petición. Por otra parte, uno de los propósitos esenciales de la configuración de la negativa ficta se refiere a la determinación de la litis sobre la que versará el juicio de nulidad respectivo del que habrá de conocer el Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa, la cual no puede referirse sino a la materia de fondo de lo pretendido expresamente por el particular y lo negado fíctamente por la autoridad, con el objeto de garantizar al contribuyente la definición de su petición y una protección más eficaz respecto de los problemas controvertidos a pesar del silencio de la autoridad. En ese tenor, se concluye que al contestar la demanda que se instaure contra la resolución negativa ficta, la autoridad sólo podrá exponer como razones para justificar su resolución las relacionadas con el fondo del asunto, esto es, no podrá fundarla en situaciones procesales que impidan el conocimiento de fondo, como serían la falta de personalidad o la extemporaneidad del recurso o de la instancia, toda vez que, al igual que el particular pierde el derecho, por su negligencia, para que se resuelva el fondo del asunto (cuando no promueve debidamente), también precluye el de la autoridad para desechar la instancia o el recurso por esas u otras situaciones procesales que no sustentó en el plazo legal.

Asimismo por analogía, resulta aplicable  el siguiente criterio que dice al respecto lo siguiente: 

“NEGATIVA FICTA. EL TRIBUNAL FEDERAL DE JUSTICIA FISCAL Y ADMINISTRATIVA NO PUEDE APOYARSE EN CAUSAS DE IMPROCEDENCIA PARA RESOLVERLA. En virtud de que la litis propuesta al Tribunal Federal de Justicia Fiscal y Administrativa con motivo de la interposición del medio de defensa contra la negativa ficta a que se refiere el artículo 37 del Código Fiscal de la Federación, se centra en el tema de fondo relativo a la petición del particular y a su denegación tácita por parte de la autoridad, se concluye que al resolver, el mencionado Tribunal no puede atender a cuestiones procesales para desechar ese medio de defensa, sino que debe examinar los temas de fondo sobre los que versa la negativa ficta para declarar su validez o invalidez.”
En ese contexto, la referida autoridad demandada al contestar la demanda, estaba obligada a dar los hechos y el derecho en que funda la negativa ficta configurada. 
Sin embargo en la especie, la autoridad en la contestación de demanda no expresó los hechos y el derecho en que se apoya la misma, por el contrario, señaló que el recurso planteado por el actor se encuentra pendiente para resolver y que ante la presentación del Juicio de Nulidad ante este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, se estará en cumplimiento al resultado que recaiga de conformidad con los ordenamientos legales aplicables al caso. (F. 26 VUELTA)  

Entonces, en términos de lo dispuesto en el artículo 244, cuarto párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se tienen por confesados los hechos que la actora le imputó de manera precisa a la demandada, salvo prueba en contrario, por lo que esta Sala Juzgadora al contar con elementos suficientes para analizar la pretensión de la parte actora, se pronuncia sobre la legalidad de la resolución negativa ficta impugnada.
SEXTO.- Una vez acreditada la existencia de la resolución negativa ficta que se impugna, esta Primera Sala Unitaria, considera procedente declarar la nulidad de dicha resolución con base en las siguientes consideraciones:
Primeramente, conforme a lo dispuesto en los artículos 16 de la Constitución Federal y 164, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, todo acto de molestia que invada la esfera jurídica de los gobernados, debe reunir los requisitos de fundamentación y motivación, los cuales imponen a las autoridades la obligación de invocar los preceptos legales aplicables al caso, así como señalar, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se tomaron en consideración para emitir el acto, de manera que exista adecuación entre los motivos expresados y las normas que se aplicaron.

Al respecto, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, sustentó la jurisprudencia con número de registro 238212, visible en la página 143 del tomo 97-102, Tercera Parte, del Semanario Judicial de la Federación, Séptima Época, que dice:

"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. De acuerdo con el artículo 16 de la Constitución Federal, todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que también deben señalarse, con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas."

De tal suerte, la exposición de las circunstancias especiales o causas inmediatas que se hayan tenido en cuenta para la emisión del acto de molestia, garantizan que el afectado pueda conocer plenamente las razones en las que aquél se funda el acto de autoridad, de manera que se encuentre en condiciones de defenderse adecuadamente.

De las pretensiones de la parte actora en el escrito de demanda y su ampliación, se advierte la consistente en que se emita sentencia en la que se declare sobre la consecuencia en que incurrió la demandada al no resolver el recurso señalado dentro del término señalado en ley. 

Al respecto, es menester precisar que la resolución impugnada consiste en la negativa ficta recaída a la petición de la hoy actora, para que la demandada se pronunciara respecto de la boleta de infracción con número de folio B 484319, para lo cual exhibió ante la autoridad demandada, el documento en mención. 

Ahora bien, como  fue señalado en el Considerando anterior, la citada autoridad demandada, no obstante al contestar la demanda estaba obligada a dar los hechos y el derecho en que funda la negativa ficta configurada; sin embargo, al producir su respectiva contestación no expresó los hechos y el derecho en que se apoya la resolución negativa ficta controvertida, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 244, párrafo cuarto, del Código Procesal Administrativo para el Estado.

En esas condiciones, la autoridad demandada, al producir su contestación de demanda omitió llevar a cabo pronunciamiento alguno en cuanto a la petición pretendida en la promoción de **********
Entonces, se puede arribar a la conclusión que las pretensiones del impetrante, son sustancialmente fundadas y suficientes para provocar la nulidad de la resolución negativa ficta combatida, ya que se puede apreciar que la autoridad demandada al producir su contestación, no se pronunció de manera íntegra a las pretensiones de la hoy actora, pues al formular su contestación de demanda, no precisó los razonamientos en los que se adviertan las circunstancias especiales, razones o causas inmediatas donde se demuestre tal situación, es decir, la motivación y fundamentación para sostener el por qué a su consideración procedía o no las acciones intentadas por el entonces promovente. 

Así mismo, no precisó cuál fue el precepto o parte normativa donde se sustentó  la procedencia o improcedencia de la misma, de manera que exista adecuación entre los hechos expresados y las normas que se aplicaron; de ahí que tal ausencia de fundamentación y motivación, contraviene lo dispuesto en el artículo 164, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, pues incumple con los elementos que ineludiblemente deben contener todos los actos de autoridad que invadan la esfera jurídica de los gobernados.
En tales condiciones, en virtud de la ausencia de fundamentación y motivación de la resolución negativa ficta impugnada, se actualiza la causal de ilegalidad prevista en la fracción II del artículo 250 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que ante la petición del administrado la autoridad debió emitir un acto dando respuesta puntual y oportuna a lo planteado por él, lo que no aconteció en el caso que nos ocupa, con lo que se afectó las defensas del particular, al no darle a conocer a plenitud los motivos y fundamentos en que sustentó la negativa a la petición de mérito, dejándolo sin oportunidad para combatirlos mediante su ampliación de demanda. 
En ese sentido, en términos de lo dispuesto en el artículo 252, segundo párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, prevé que cuando se condene a la restitución de un derecho subjetivo violado o a la devolución de una cantidad, la Sala deberá previamente constatar el derecho del particular.

En el caso que nos ocupa, esta Sala Unitaria no obstante la obligación a decidir si la actora tiene derecho o no a la condena por su restitución, dado el planteamiento realizado por la hoy actora a la autoridad administrativa en relación al pronunciamiento de la boleta de infracción, se procede al estudio de los agravios que hizo valer ante la demandada en su escrito del veintiséis de diciembre del año dos mil veinte.

Primeramente y previo a hacer un pronunciamiento al respecto, esta Primera Sala Unitaria procederá a llevar a cabo el estudio del Concepto de Impugnación que le cause mayor beneficio al actor, además, porque así se le faculta según lo dispuesto por el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.
Así, dentro el primer agravio, dice que quien se ostentó como agente de tránsito, levantó la infracción ya señalada sin ninguna descripción ordenada en los numerales legales aplicables, sin que haya señalado motivo o razonamiento con el cuál motivo su acto, ya que nunca realizó concordancia con los ordenamientos legales aplicables, es decir, nunca utilizó la prohibición con la sanción y que así no puede existir fundamentación, mucho menos motivación. 

Que no puede existir una infracción cuando se asienta de manera tan vaga un acto y artículos aislados, pues entre lo señalado  como infracción y la adminiculación y/o interacción de los artículos no tiene relación entre sí, aunado a que no existe motivación de la sanción impuesta, que entonces la boleta está emitida de manera ilegal.   (F 08)

Atentos al planteamiento expuesto por el actor, es de advertir que se siente agraviado porque el acto emitido por el Agente de Tránsito se encuentra indebidamente fundado y motivado.

   Al remitirnos al contenido total del acto que combate, el cuál obra agregado en autos ********** del expediente en que se actúa, mismo que adquiere valor probatorio pleno de acuerdo a lo dispuesto por el artículo 72, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, puesto que de acuerdo a lo que establece el artículo 91 del citado código, se trata de documento público emitido por una autoridad en el ejercicio de sus atribuciones legales, del que se puede observar con toda claridad el siguiente:

MOTIVO DE LA INFRACCION
 CLAVE                                  INFRACCIONES                                               
                                                                                         POR  CONTRAVENIR  DE  FORMA 

              



  FLAGRANTE LO DISPUESTO                                                                                                                          POR EL ARTÍCULO 

	115
	Circular sobre isletas.  
	Art. 128 F 26 RTM


Del citado recuadro, se advierte que la autoridad demandada encuadró la conducta infractor en que incurrió el actor en el artículo 128 fracción XXVI  del RTM, entendiéndose por tales abreviaturas al Reglamento de Tránsito del Municipio de San Luis Potosí, puesto que así se describe en la parte superior derecha de dicho acto, en el apartado de ABREVIATURAS, esto es, fue señalado el artículo y fracción así como la  norma infringida.
Sin embargo, tal fundamento aplicado al acto que se impugna deviene ilegal, pues basta con transcribir en su parte conducente dicho artículo y la fracción referida para darnos cuenta de la ilegalidad en que se emitió el acto en cuestión y que dice: 

Artículo 128. Se prohíbe circular:

XXVI. Sobre banquetas, camellones, andadores, isletas, carriles de contra flujo y sobre las rayas longitudinales.”

Adviértase claramente la prohibición para los conductores de vehículos para circular en las siguientes hipótesis: 

1.- Sobre banquetas. 

2.- Sobre camellones. 

3.- Sobre andadores.

4.- Sobre isletas. 

5.-  Sobre carriles de contra flujo y; 

6.- Sobre las rayas longitudinales.

 De acuerdo a lo anterior, la autoridad demandada estaba obligada a especificar en qué lugar exactamente se encontró circulando el vehículo del actor en el momento de ocurridos los hechos, esto es, si se le encontró circulando sobre banquetas, camellones, andadores, isletas, carriles de contra flujo y sobre las rayas longitudinales.

Entonces, le asiste la razón al actor, cuando hace de manifiesto que la autoridad demandada,  emitió el acto en cuestión  sin ninguna descripción ordenada en los numerales legales aplicables, además de que no puede existir una infracción cuando se asienta de manera tan vaga un acto y artículos aislados.  
Derivado de lo anterior, se advierte una indebida motivación, además de no señalar en forma específica, en qué hipótesis se encontraba circulando el infractor en el momento de ocurrida la conducta, pues no se precisó la ubicación de su vehículo ni las  circunstancias específicas, lo que trae en consecuencia que no pueda ser sancionado el actor al haber motivado la demandada su actuación en haber encontrado al infractor Circulando sobre isletas. 
En consecuencia, el proceder de la autoridad demandada de haber fundamentado la conducta infractora en el artículo 128 fracción XXVI del Reglamento en cita resulta improcedente, puesto que no se debe de pasar por alto que las autoridades estarán facultadas para hacer lo que en la ley le sea permitido. 

De acuerdo a lo anterior, ésta Sala Unitaria advierte que la autoridad demandada, fundó y motivó indebidamente su actuación, ya que el legislador fue claro al establecer cuáles son las hipótesis de infracción contenidas en el precepto a que se alude, por tanto, los motivos en que se haya basado para la emisión del acto, deben ser acordes con la infracción cometida, sin que en el presente caso así haya sucedido. 

En esas condiciones, la autoridad demandada se encontraba obligada a motivar la conducta infractora acorde al supuesto concreto del precepto, a efecto de otorgarle certeza jurídica al presunto infractor, del motivo de la infracción para la aplicación de la sanción correspondiente, por lo que al no haber actuado en tal forma, se le deja en estado de indefensión, pues es menester que se le hayan dado todos los elementos de hecho y de derecho que funden y motiven la conducta infractora, por lo que al no haber sucedido así, se quebrantó el principio de tipicidad. 

Dicho principio es aplicable a toda infracción, puesto que el  artículo 128 fracción XXVI del Reglamento de Tránsito Municipal de San Luis Potosí establece seis hipótesis, entendiéndose que a cada una de ellas, se debe de aplicar una multa para cada infracción cometida, en ese aspecto, el citado Reglamento se encuentra sujeto al principio de aplicación estricta, pues en él, se establece una sanción por cada conducta infractora y que, la conducta realizada por el infractor debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, sin embargo, en el presente caso no sucedió así por los motivos y razones que han que dado señalados en esta resolución. 

Sirve de apoyo a lo anterior, el siguiente criterio de jurisprudencia que textualmente dice:

“TIPICIDAD. EL PRINCIPIO RELATIVO, NORMALMENTE REFERIDO A LA MATERIA PENAL, ES APLICABLE A LAS INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS.

El principio de tipicidad, que junto con el de reserva de ley integran el núcleo duro del principio de legalidad en materia de sanciones, se manifiesta como una exigencia de predeterminación normativa clara y precisa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes. En otras palabras, dicho principio se cumple cuando consta en la norma una predeterminación inteligible de la infracción y de la sanción; supone en todo caso la presencia de una lex certa que permita predecir con suficiente grado de seguridad las conductas infractoras y las sanciones. En este orden de ideas, debe afirmarse que la descripción legislativa de las conductas ilícitas debe gozar de tal claridad y univocidad que el juzgador pueda conocer su alcance y significado al realizar el proceso mental de adecuación típica, sin necesidad de recurrir a complementaciones legales que superen la interpretación y que lo llevarían al terreno de la creación legal para suplir las imprecisiones de la norma. Ahora bien, toda vez que el derecho administrativo sancionador y el derecho penal son manifestaciones de la potestad punitiva del Estado y dada la unidad de ésta, en la interpretación constitucional de los principios del derecho administrativo sancionador debe acudirse al aducido principio de tipicidad, normalmente referido a la materia penal, haciéndolo extensivo a las infracciones y sanciones administrativas, de modo tal que si cierta disposición administrativa establece una sanción por alguna infracción, la conducta realizada por el afectado debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, sin que sea lícito ampliar ésta por analogía o por mayoría de razón.”

En conclusión, los motivos en que se basó la demandada para la emisión de dicho acto, no se adecuaron en forma específica a las  hipótesis de la norma en que se apoyó, por lo que entonces, no se cumplió con el requisito de la debida fundamentación y motivación que exige el artículo 16 Constitucional.

Por su parte, la autoridad demandada una vez que emitió su contestación de demanda, no se manifestó al respecto en cuanto a la indebida fundamentación y motivación con la que emitió el acto en cuestión.
En conclusión, el acto que se impugna si bien goza de presunción de legalidad, de acuerdo a lo que establece el segundo párrafo del artículo 248 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, no menos cierto lo es que esa presunción ha quedado desvirtuada por parte del demandante, por los motivos y razones que han quedado precisados en esta resolución. 

Así las cosas, esta Primera Sala Unitaria concluye que resulta procedente declarar la NULIDAD de la resolución negativa ficta impugnada, que recayó al escrito presentado el 26  de diciembre del dos mil veinte ante la otrora Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí,  de conformidad con lo dispuesto por el artículo 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en virtud de que se ha justificado que la misma fue emitida en contravención al principio de legalidad tutelado por el artículo 16 de la Constitución  Federal, en relación con el diverso 164, fracción V del Código Procesal Administrativo para el Estado, toda vez que dicha resolución carece de la debida fundamentación y motivación legal, por los razonamientos anteriormente expuestos, actualizando la causal de ilegalidad prevista en la fracción II del artículo 250 del mismo ordenamiento legal.

En consecuencia de lo anterior y de conformidad con lo dispuesto por el artículo 251 y 252 del Código de Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, resulta procedente declarar la ILEGALIDAD e INVALIDEZ, por ende, la NULIDAD del acto originalmente impugnado.

Con la finalidad de restituir al actor en el goce de los derechos que le fueron indebidamente violados, se deja sin efecto legal alguno  el acto impugnado, sin que exista la obligación de realizar pago alguno por concepto de la multa, ordenando a la autoridad demandada cancelar de sus registros la Boleta de Infracción materia del presente asunto.   

De acuerdo a lo que establece el artículo 256 del Código de Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí que dice que, cuando cause ejecutoria la sentencia definitiva, la Sala prevendrá a la autoridad demandada, o bien, a la autoridad que deba cumplirla, para que dentro del término de diez días informe sobre su cumplimiento, por lo que entonces, ésta Sala Unitaria previene a la autoridad demandada a efecto de que informe sobre el cumplimiento dado a la presente sentencia una vez que ésta cause ejecutoria.  

 En virtud de lo anterior, resulta innecesario el estudio de los conceptos de anulación restantes manifestados por la parte actora. 

Sirve de apoyo el criterio sustentado por el Tercer  Tribunal  Colegiado  del   Segundo  Circuito,  Octava  Época, del  Semanario Judicial de la Federación, Apéndice de 1995, Tomo VI, Parte TCC, Tesis: 693, Página: 466, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACION. ESTUDIO INNECESARIO DE LOS.  Habiendo resultado fundado y suficiente para otorgar el amparo solicitado, uno de los conceptos de violación, resulta innecesario el estudio de los restantes motivos de inconformidad vertidos en la demanda de garantías.” TERCER TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEGUNDO CIRCUITO.

Por lo expuesto y con fundamento en lo establecido por los artículos 249, 250 fracción II, 251, 252 y 253 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y  RESUELVE.

PRIMERO. Esta Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa es competente para conocer y resolver la presente controversia. 

SEGUNDO.- Se declara la nulidad lisa y llana  de la Negativa Ficta impugnada y señalada en el Considerando Quinto de esta resolución. 
TERCERO.- Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto originalmente reclamado conforme a lo señalado en el Considerando SEXTO de ésta resolución.

CUARTO.- Se previene a la autoridad demandada para los efectos del cumplimiento dado a la parte final del considerando sexto de esta sentencia.  

QUINTO.- Notifíquese.  

ASÍ, lo resolvió y firma la Magistrada Titular de la Primera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, Licenciada MA. EUGENIA REYNA MASCORRO, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado ANTONIO MARTÍNEZ PORTILLO, que autoriza y da fe.-CONSTE.

"Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y el noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.

�  2a./J. 164/2006, aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XXIV, Diciembre de 2006, Página 204, que dice:


� Época: Novena Época, Registro: 173737, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIV, Diciembre de 2006, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 166/2006, Página: 203.


� Época: Novena Época, Registro: 173738, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIV, Diciembre de 2006, Materia(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 165/2006, Página: 202. 





� 


Época: Novena Época, Registro: 1011669, Instancia: Pleno, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Apéndice de 2011, Tomo I. Constitucional 3. Derechos Fundamentales Primera Parte - SCJN Décima Cuarta Sección - Seguridad jurídica, Materia(s): Constitucional, Administrativa, Tesis: 377, Página: 1388.





